
Entre las novedades más destacadas de
la Ley de Contratos del Sector Público
apunta el autor la incorporación de la fi-
gura del perfil de contratante, punto de en-
cuentro electrónico entre adjudicatarios y
adjudicador, así como el incremento de los
mecanismos de publicidad por vía electró-
nica, la recuperación del sistema de doble
adjudicación o la implantación de criterios
sociales y medioambientales en la selección
del contratista, que dan una nueva dimen-
sión a la utilización de la contratación
como instrumento de política económica.

Resta avanzar en las futuras legislacio-
nes sobre encargos públicos, como apunta
CARBONERO GALLARDO, en el equilibrio entre
la eficacia que ha de perseguir la Adminis-
tración pública y las garantías ofrecidas por
los procedimientos de contratación, así
como en el establecimiento de principios
legislativos sólidos en materia de contrata-
ción pública que permitan, a partir del aná-
lisis jurisprudencial, favorecer la evolución
de una de las parcelas más relevantes del
Derecho administrativo.

Para facilitar el manejo de la obra en-
contramos dentro del último de los capítu-
los de la misma algunos instrumentos de
especial interés para su consulta, tales
como la relación de la jurisprudencia de
mayor relevancia citada en la misma —de
ámbito comunitario, estatal y autonómi-
co— o la relación, asimismo, de los infor-
mes de las Juntas Consultivas de Contrata-
ción Administrativa estatales y autonómicas
por materias y epígrafes.

Juan José RASTROLLO SUÁREZ

Universidad de Salamanca

EMBID IRUJO, Antonio: La Potestad Regla-
mentaria de las Entidades Locales, Iustel,
Madrid, 2010, 199 págs.

Los estudios sobre la potestad regla-
mentaria municipal viven, en el momento
presente y en virtud de fenómenos como el
proceso de reforma estatutaria que se abre
en 2006, una profunda revalorización. La

presente monografía constituye una valio-
sa aportación a este reverdecido debate y
supone una nueva contribución a la presti-
giosa Biblioteca de Derecho Municipal de la
Editorial Iustel, que dirige con tanto acier-
to el profesor MUÑOZ MACHADO. Con ella el
autor vuelve sobre una cuestión que ya fue
objeto de su investigación doctoral, bajo la
dirección más que sabia del profesor MAR-
TÍN-RETORTILLO y que vio la luz en 1978 con
el título Ordenanzas y Reglamentos muni-
cipales en el Derecho español, publicada por
el Instituto de Estudios de Administración
Local. En los seis capítulos en que se es-
tructura se analizan de forma específica y
predominante los más importantes aspec-
tos de la potestad reglamentaria municipal
que se plasma en la emanación de Orde-
nanzas y Reglamentos.

Se abre el libro, en su capítulo I, con
una referencia a las bases constitucionales
de la potestad reglamentaria de las entida-
des locales desde la convicción en «la pro-
funda vinculación existente entre Consti-
tución, autonomía y potestad reglamentaria
de las entidades locales» (pág. 25). En efec-
to, la misma «calidad» (en cuanto a posi-
bilidades y posición en el ordenamiento ju-
rídico) de la potestad reglamentaria de las
entidades locales es dependiente de su en-
garce directo con la norma relevante y qui-
cio del conjunto del ordenamiento jurídi-
co. Se destaca el papel decisivo jugado por
la jurisprudencia del Tribunal Constitucio-
nal para extraer las pertinentes consecuen-
cias del significado de la cláusula constitu-
cional de la autonomía local, que implica,
por puras exigencias semánticas, el reco-
nocimiento, ya en base constitucional, de
un poder normativo a las entidades locales
(pág. 29).

Un sintético excurso histórico permite,
en su capítulo II, repasar los antecedentes
de las Ordenanzas y Reglamentos munici-
pales, que sirve para el mejor entendi-
miento de algunos problemas del sistema
jurídico-local postconstitucional. Se expo-
nen de este modo las líneas de desarrollo de
la potestad reglamentaria municipal desde
la Constitución de Cádiz —¡todavía nos sor-
prende la modernidad de su modelo! (págs.
35-38)— hasta la Ley de Régimen Local de
24 de junio de 1955. En este breve repaso
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histórico se constata que «los periodos me-
nos liberales del siglo XIX exacerban las po-
testades del Alcalde —siempre más ligado al
poder gubernativo, incluso nombrado por
él— y entre ellas la reglamentaria, frente a
las del Ayuntamiento, donde siempre hay
un mayor peso popular en su composición»
(pág. 39, nota 29). La amplia intervención
gubernativa sobre las Ordenanzas locales
y la ausencia de Ordenanzas municipales
en un buen número de municipios (págs.
39-41) culminan en la Restauración, que
«fijará unos moldes y pautas de comporta-
miento que, en la teoría y en la práctica,
continuarán la labor de desgaste de lo que
un día cada vez más lejano fue importante
función de los Ayuntamientos: elaborar su
derecho» (pág. 42). El significado del pro-
yecto de Ley de Maura de 1907 —«paso
fundamental, aunque fallido» (pág. 43)—,
las truncadas realizaciones autonómicas
del Estatuto Municipal de 1924 (págs. 43-
44) y la escasa relevancia de las aportacio-
nes municipales de la Segunda República,
a pesar de llevar a cabo la primera decla-
ración de autonomía municipal de nuestro
constitucionalismo (págs. 45-46), culminan
en la subordinación jerárquica de las Or-
denanzas municipales a los Reglamentos
del Nuevo Estado (págs. 46-49). 

El régimen jurídico general de la po-
testad reglamentaria municipal constituye
el objeto de estudio del capítulo III (págs.
59-103), que forma con el siguiente, dedi-
cado al estudio de la posición en el orde-
namiento jurídico de las Ordenanzas y Re-
glamentos municipales, el núcleo esencial
de la investigación. El profesor EMBID lleva
a cabo un intento de construcción dogmá-
tica del régimen jurídico general de la po-
testad reglamentaria municipal partiendo
de la LBRL y señalando el nada lucido pa-
pel que en esta materia ha jugado la Ley
30/1992 (pág. 59). Después de estudiar al-
gunas cuestiones terminológicas previas
(págs. 59-75), se atiende a cuestiones ge-
nerales de la potestad reglamentaria de las
entidades locales —punto en el que, como
en algunos pocos del libro, se interrumpe la
tónica de prestar atención casi exclusiva-
mente a las Ordenanzas y Reglamentos mu-
nicipales—, así como se hacen breves apun-
tes sobre los órganos que ejercen la

potestad y quórums establecidos (págs. 79-
80). El esquema de tramitación para la
aprobación de Ordenanzas y Reglamentos
municipales queda calificado por la supre-
sión de controles administrativos y la ju-
dicialización de su control (págs. 81-86).

Algunas cuestiones merecen un trata-
miento más detallado. Así, se constatan,
por una parte, la novedad introducida en
1999, mediante la reforma de la LOREG,
por la que queda vinculada la potestad re-
glamentaria municipal a la cuestión de con-
fianza a plantear por el alcalde (págs. 86-88)
—expresiva de unos momentos en los que
había gran preocupación por la «goberna-
bilidad» en el ámbito municipal—, y, por
otra, la problemática ligada a las conse-
cuencias sancionadoras de la infracción de
las Ordenanzas y Reglamentos municipales
(págs. 92-103), uno de los temas que más
páginas ha merecido de la doctrina admi-
nistrativista, al menos hasta el año 2003.
La posición tradicional, que determinaba
la incapacidad con que muchas veces las
entidades locales se encontraban para cas-
tigar las contravenciones de las Ordenan-
zas, se fue lentamente modificando gracias
al importante papel del Dictamen del Con-
sejo de Estado de 23 de febrero de 1995 y la
intervención del Tribunal Constitucional
(STC 132/2001). Finalmente, la reforma de
la LBRL y de la Ley 30/1992, operada por la
Ley 57/2003, determina el resultado final,
que «ampara suficientemente la acción ti-
pificadora de las Ordenanzas y Reglamen-
tos municipales que no cuenten con una
Ley específica, propia del correspondiente
sector normativo, que cumpla esa función»
(pág. 102).

Como se señaló, la cuestión de la posi-
ción de las Ordenanzas y Reglamentos mu-
nicipales en el ordenamiento jurídico ocu-
pa todo el capítulo IV (págs. 105-161). Esta
materia, nada simple de responder y en la
que se da actualmente un gran debate doc-
trinal, es afrontada con maestría por el ca-
tedrático de Zaragoza, que lleva a cabo una
disección evolutiva de sus principales ele-
mentos y destaca de manera pormenoriza-
da algunas cuestiones especialmente com-
plejas. Un apunte histórico y la referencia
comparada al artículo 28 de la Norma Fun-
damental alemana apuntalan el principio
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de que «la relación entre fuentes del Dere-
cho es también la relación entre los poderes
públicos que resultan titulares de la potes-
tad normativa» (págs. 106-110). Desde esta
perspectiva se analiza la relación de las Or-
denanzas y Reglamentos municipales con la
Ley, en la que la jerarquía normativa resul-
ta necesariamente modulada en función de
la posición constitucional de las entidades
locales (págs. 110-121). El esfuerzo inter-
pretativo determina que «… en nuestro sis-
tema constitucional las Ordenanzas muni-
cipales no pueden siempre y en todo caso y
circunstancia, caracterizarse como regla-
mentos ejecutivos de las Leyes del Estado y
de las CC.AA. al modo como lo son los pro-
pios reglamentos de los Gobiernos estatal y
autonómicos… Esto sería contradictorio
con esta cláusula constitucional de auto-
nomía…» (pág. 112).

El juego se establece, pues, en un doble
límite por el cual, si bien la Ordenanza no
debe tener un contenido contrario a las Le-
yes (vinculación negativa), por otra, la nor-
ma jerárquicamente superior a la Orde-
nanza debe, a su vez, ser respetuosa de la
autonomía constitucional garantizada por
la Constitución. Los límites son aquí lábiles,
de modo que el autor aboga por una ur-
gente labor de concreción normativa y, si
es posible, jurisprudencial para asegurar
un espacio real de intervención local, más
allá del derecho de participación que les re-
conoce hoy el artículo 2 LBRL.

El estudio de diversos supuestos de vin-
culación Ley-Ordenanza en la legislación
sectorial (págs. 116-121) desemboca en una
concepción general de la vinculación ne-
gativa de la Ordenanza a la Ley, compren-
dida necesariamente dentro de una deter-
minada evolución histórica en la relación
Poder Legislativo-Poder Ejecutivo y apo-
yada en una jurisprudencia ampliatoria del
papel de la Ordenanza municipal con apli-
caciones específicas en el ámbito del me-
dio ambiente y de la acción protectora de
los derechos de los ciudadanos (págs. 121-
126). Con especial pericia quedan así na-
rradas las transformaciones que comien-
zan a suceder en los últimos años en
nuestro sistema jurídico y en los que la ju-
risprudencia, no sin vacilaciones, está te-
niendo un papel relevante en la revaloriza-

ción de la potestad reglamentaria municipal
en una dirección inequívocamente tenden-
te a la ampliación de las posibilidades re-
guladoras locales (págs. 126-133).

Ahora bien, como el propio autor se en-
carga de subrayar, la teoría de la vincula-
ción negativa de la Ley sobre la Ordenanza
municipal tiene, a su vez, limitaciones. Así
lo demuestran los artículos 28 y 29 de la
Ley 32/2003, de 3 de noviembre, General
de Telecomunicaciones (págs. 134-136), y,
de forma especialmente significativa, en el
ámbito del desarrollo de los derechos fun-
damentales, donde su significado desapa-
rece en muy buena medida (págs. 136-138;
con referencia especial a las Ordenanzas de
«convivencia ciudadana» o que, con otras
denominaciones, regulan la utilización de
ciertas vestimentas ligadas a creencias reli-
giosas; el autor aboga, y es una convicción
compartida, por la necesidad de una Ley
Orgánica que regule estas situaciones de
modo general).

La monografía se completa con el tra-
tamiento de las Ordenanzas fiscales (capí-
tulo V, págs. 163-174), forma reglamentaria
local de gran importancia y en la que se ex-
cepcionan, en virtud del ejercicio de la po-
testad tributaria, algunos de los principios
estudiados en los capítulos anteriores; y
una referencia a las Ordenanzas medio-
ambientales y de edificación (capítulo VI,
págs. 175-182), objetos de la potestad re-
glamentaria municipal en los que se aña-
den, al régimen general ya expuesto, parti-
cularidades en razón de su funcionalidad
específica. Finalmente, el libro se cierra con
una completa referencia bibliográfica y un
anexo jurisprudencial (págs. 193-199) en el
que se da cuenta tanto de la jurispruden-
cia del TC (18 sentencias), del TS (38 sen-
tencias) y de los Tribunales Superiores de
Justicia en las CC.AA.

El profesor EMBID IRUJO ha tratado los
principales aspectos relativos a la potestad
reglamentaria de las entidades locales y ha
identificado las líneas esenciales de su evo-
lución normativa y jurisprudencial. Sólo la
destreza de un reconocido jurista experto
ha permitido superar las dificultades que
plantea el estudio de esta cuestión funda-
mental del Derecho administrativo. Repre-
senta de este modo una gran satisfacción
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dar breve noticia del muy rico contenido
de la presente monografía, que, con una re-
dacción clara y precisa, se convierte en un
instrumento imprescindible para todos
aquellos operadores jurídicos relacionados,
tanto en su vertiente teórica como práctica,
con la problemática de los Reglamentos y
Ordenanzas locales. Basten, pues, las refe-
rencias realizadas para invitar a la insusti-
tuible lectura de esta obra, que, realizada
por un gran investigador universitario, des-
cubre las líneas esenciales de la posición
institucional y normativa de nuestras Ad-
ministraciones locales y, a la vez, nos su-
giere caminos de futuro para continuar con
su estudio.

Santiago M. ÁLVAREZ CARREÑO

Universidad de Murcia

GALERA, Susana (Ed.): Judicial review.
A comparative analysis inside the Euro-
pean legal system, Universidad Rey Juan
Carlos y Consejo de Europa, Estrasbur-
go, 2010, 330 págs. 

El libro, coordinado por la profesora Su-
sana GALERA, aborda un tema clásico de De-
recho administrativo desde una perspectiva
novedosa. Analiza el control judicial del po-
der público desde una perspectiva de Dere-
cho europeo comparado. Estamos acos-
tumbrados a aportaciones relativas a
analizar el control judicial de los poderes
públicos en el sistema jurídico de la Unión
Europea, ya sea desde una perspectiva ge-
neral (The European Union and its Court of
Justice, Anthony ARNULL) o particular (Ju-
dicial Review and the Rights of Private Par-
ties in EC Law, Angela WARD; o We the Court,
the European Court of Justice and the Eu-
ropean Economic Constitution, Miguel POIA-
RES MADURO), entre otros. Asimismo, no fal-
tan los estudios específicos sobre la labor
del Tribunal Europeo de Derechos Huma-
nos en el desarrollo del Convenio Europeo
de Derechos Humanos (Las obligaciones de
los Estados en el marco del Convenio Euro-
peo de Derechos Humanos, Pablo Antonio

FERNÁNDEZ SÁNCHEZ; o La interpretación de
los derechos: del Tribunal de Estrasburgo al
Tribunal Constitucional, Argelia QUERALT

JIMÉNEZ). Sin embargo, no son tan fre-
cuentes los trabajos que abordan el análisis
comparado entre la protección judicial dis-
pensada por sistemas jurídicos nacionales
y regionales, entendiendo por tal la pro-
tección que garantiza el Convenio Europeo
de Derechos Humanos, con aquella que
ofrece el sistema jurídico de la Unión Eu-
ropea. La participación en el proyecto de
doce especialistas de Derecho público de
distintos países europeos hace posible la
realización con éxito de un proyecto tan
ambicioso como el que con estas líneas re-
censionamos.

En efecto, el libro aborda, por un lado,
el estudio de las características definidoras
del sistema judicial de ocho Estados miem-
bros del Consejo de Europa y signatarios
del Convenio Europeo de Derechos Huma-
nos de 1950. La elección de los sistemas de
control judicial sometidos a examen no es
casual, sino que combina el estudio de cua-
tro democracias europeas bien asentadas
(Francia, Suecia, Reino Unido y España)
con otras más recientes (Hungría, Polonia,
República Checa y Rumanía). La conclu-
sión a la que llega el trabajo es que, por in-
fluencia de la doctrina del Tribunal Euro-
peo de Derechos Humanos, los rasgos
básicos de la protección judicial frente a
los poderes públicos son comunes en los
sistemas analizados. Para ello, obviamente,
el libro dedica un capítulo a estudiar el con-
trol judicial de los actos administrativos
por el Tribunal Europeo de Derechos Hu-
manos, lo que incluye el estudio de algu-
nos de los derechos específicos incluidos
bajo el paraguas del artículo 6 (derecho a
un juicio justo) del Convenio Europeo de
Derechos Humanos, como el derecho a un
juez imparcial e independiente. 

Por otro lado, la monografía dirigida
por la profesora Susana GALERA aborda el
control judicial del poder público en el sis-
tema jurídico de la Unión Europea. Aun-
que la monografía fue publicada una vez
entrado en vigor el Tratado de Lisboa, el 1
de diciembre de 2009, el estudio mantiene
la estructura tradicional de pilares, proba-
blemente porque se consideró bien que su
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